
¿Cuántos más?
El medio ambiente mortal de 2014: intimidación y asesinato de activistas 

ambientales y de la tierra, con Honduras en primer plano



ÚLTIMAS NOTICIAS: al cierre de este 
informe, tres activistas ambientales y de la tierra 
murieron asesinados en Latinoamérica en tan solo 
tres días. El 5 de abril, el activista guatemalteco 
contra la minería Telesforo Pivaral murió a 
manos de unos pistoleros sin identificar cerca de 
su aldea, El Volcancito1. Ese mismo día, Luis de 
Reyes Marcía, un líder indígena que luchaba en 
contra de la tala ilegal en su comunidad, apareció 
asesinado en el norte de Honduras2. El martes 7 de 
abril, Fernando Salazar fue abatido a tiros fuera 
de su casa, en Cañamomo Lomaprieta (Colombia)3. 
Salazar había luchado por el reconocimiento de los 
derechos de su comunidad indígena frente a las 
numerosas actividades ilegales de minería que se 
realizaban en su territorio.
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Enfrente: Con 47 asesinatos, un 40 % 
del total de víctimas mortales, los grupos 
indígenas fueron el grupo más afectado en 
la lucha por la tierra y el medio ambiente 
en 2014. 
©Panos  

REsumEn EjECutivo

Activistas del mundo entero están muriendo en cantidades nunca vistas 
por intentar defender su tierra y proteger el medio ambiente frente al 
aumento de la competencia por los recursos naturales. Hace un año, con 
el informe de Global Witness titulado «Medio ambiente mortal» se de-
mostró que el número de víctimas mortales había aumentado de manera 
espectacular en los últimos años. En el presente informe, en el que se 
abordan los asesinatos de 2014, se demuestra que esa tendencia es in-
cesante y que los grupos indígenas se han visto especialmente afectados. 
Asimismo, se examinan otros tipos de amenazas a los que se enfrentan los 
activistas y se pone en evidencia el caso de Honduras, el país con el mayor 
número de asesinatos per cápita en los últimos cinco años.

En 2014 observamos 116 casos de asesinatos de defensores de la tierra y el 
medio ambiente en 17 países: una media de más de dos víctimas mortales 
a la semana, lo que representa casi el doble del número de periodistas 
asesinados durante el mismo año4. Aproximadamente tres cuartas partes 
de estas muertes tuvieron lugar en Centroamérica y Sudamérica y el 
sureste asiático fue la segunda región más afectada. Una vez más, el país 
más perjudicado es Brasil, seguido de Colombia, Filipinas y Honduras.

El año pasado se observó un aumento de los crímenes relacionados con 
proyectos hidroeléctricos, pero entre las principales causas se encuen-
tran también la minería, la agroindustria y la tala. Las disputas por la 
propiedad, el control y el uso de la tierra fueron el trasfondo de casi todas 
estas muertes. Cada vez hay más grupos indígenas que se encuentran a la 
vanguardia de esta fiebre por conseguir tierra y recursos naturales que 
fue la causa de un 40 % de los asesinatos en 2014. 

Hay poca información disponible al público sobre quiénes son los autores 
de los asesinatos pero, de entre los casos bien documentados de 2014, 
encontramos diez relacionados con grupos paramilitares, ocho con la 
policía, cinco con guardas de seguridad privados y tres con el ejército. Los 
verdaderos artífices de estos crímenes generalmente se libran de las in-
vestigaciones, pero la información de la que se dispone indica que, detrás 
de la violencia, generalmente se esconden grandes propietarios de tierras, 
intereses comerciales, actores políticos y agentes del crimen organizado.

Los asesinatos son el caso más extremo de todos los riesgos a los que se 
enfrentan los defensores del medio ambiente y la tierra, que incluyen 
amenazas de muerte y violencia física, criminalización y restricción de 
las libertades. Muchos de estos defensores viven en comunidades remotas 
y pobres y cuentan con un acceso reducido a comunicaciones, medios de 
comunicación y acceso a la justicia, lo que los coloca en una situación de 
mayor riesgo. Además, pueden verse aún más aislados porque los tildan 
de opositores al desarrollo y los acusan de actuar en contra de los planes 
económicos de los Gobiernos. Se ha observado una tendencia alarmante 
por la que algunos Estados han usado legislación antiterrorista en contra 
de activistas que se oponían a proyectos a gran escala, describiéndolos 
como «enemigos nacionales» para justificar los abusos.

Honduras, al ser el país con el mayor número de asesinatos per cápita de 
defensores del medio ambiente y la tierra, es el país en el que se centra el 
estudio de caso de este informe. Desde 2002, 111 de estos activistas han 
sido asesinados allí. Además, las nuevas leyes retrógradas, la connivencia 
entre poderosos intereses políticos y comerciales y el clima de impun-
idad casi total que existe han traído consigo un aumento de la violencia 
relacionada con el auge de destructivos proyectos de agricultura, minería 
y presas en los últimos años. En el presente informe incluimos una 
reseña de dos ejemplos emblemáticos de los graves riesgos a los que se 
enfrentan los hondureños por hacer frente a proyectos que ponen en 
peligro el sustento de sus comunidades. La activista Berta Cáceres ha 
recibido amenazas de muerte con asiduidad, ha sufrido la criminalización 
del Gobierno y ha visto cómo asesinaban a sus compañeros por oponerse 
al proyecto de una presa en tierra indígena. También se amenaza, 
criminaliza y asesina a los líderes de los pueblos indígenas tolupanes 
por protestar en contra de la minería y la tala que están invadiendo sus 
tierras tradicionales.

Los Gobiernos y la comunidad internacional deben hacer mucho más 
para detener la creciente oleada de asesinatos y amenazas a la que se 
exponen los defensores del medio ambiente y la tierra (véase el apartado 
de recomendaciones). Los Gobiernos deben controlar, investigar y castigar 
los crímenes y cumplir con los compromisos internacionales de derechos 
humanos. Honduras, en particular, debe determinar y adoptar las medi-
das necesarias para acabar con la violencia crónica contra estos activistas, 
entre otras cosas mediante el próximo examen de la situación de los 
derechos humanos del país por parte del Consejo de Derechos Humanos 
de la ONU. Los activistas del medio ambiente y la tierra necesitan protec-
ción específica por la intensificación del riesgo que plantea su labor. Debe 
abordarse la falta de reconocimiento de los derechos sobre la tierra y de la 
obtención del consentimiento libre, previo e informado de las comunid-
ades indígenas. Del mismo modo, el secretismo y la falta de consulta en 
torno a la negociación de acuerdos sobre recursos naturales exacerban la 
violencia y debe ponérseles fin.

A finales de año, el mundo centrará su atención en la reunión inter-
nacional sobre cambio climático más importante de los últimos años, la 
conferencia de la ONU sobre el clima que se celebrará en París, en la que 
los Gobiernos intentarán alcanzar un acuerdo mundial vinculante para 
reducir las emisiones de gases de efecto invernadero. Los defensores del 
medio ambiente y la tierra suelen estar a la vanguardia de las campañas 
para combatir la crisis climática y desempeñan un papel fundamental 
en su éxito. A no ser que los Gobiernos hagan más para proteger a estos 
activistas, el texto que se acuerde en París acabará siendo baldío.
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REComEndACionEs
Aquellos Gobiernos nacionales cuyos defensores del medio 
ambiente y la tierra están en situación de peligro deben adoptar 
medidas inmediatas para:
•  Garantizar que las fuerzas del orden y el sistema judicial apliquen 

la legislación pertinente a fin de salvaguardar los derechos de las 
comunidades sobre la tierra y proteger a los defensores ambientales 
frente a la violencia

•  Garantizar que se investiguen rápida e imparcialmente las acusaciones 
de amenazas y violencia contra los defensores, interponer acciones 
judiciales cuando haya pruebas de delito y garantizar un nivel 
suficiente de reparación e indemnización para las víctimas

•  Reconocer y reiterar públicamente la importancia del trabajo que 
llevan a cabo los defensores del medio ambiente y la tierra y adoptar 
medidas para respetar, proteger y reivindicar sus derechos, como 
estipuló en 2011 la Relatora Especial de la ONU sobre la situación de 
los defensores de los derechos humanos5

•  Aplicar y respetar todas las disposiciones establecidas en la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los defensores de los derechos humanos6

•  Ratificar el Convenio número 160 de la OIT sobre los pueblos indígenas y 
tribales7, así como reconocer y aplicar el derecho de las comunidades que 
puedan verse afectadas por proyectos extractivos y de inversión a que se 
les pida su consentimiento verdaderamente libre, previo e informado

Todos los Gobiernos deben:
• Exigir una resolución del Consejo de Derechos Humanos que aborde 

la intensificación del peligro que corren los defensores del medio 
ambiente y la tierra

• Garantizar que cualquier acuerdo bilateral o multilateral de comercio 
o asistencia que se firme en el futuro con Gobiernos cuyos defensores 
del medio ambiente y la tierra estén en situación de peligro incluya 
medidas para abordar estas violaciones y esté condicionado a sólidas 
investigaciones de los casos denunciados

• Introducir normativa vinculante que garantice que las adquisiciones 
de tierra e inversiones a gran escala no violen los derechos legítimos 
consuetudinarios, tradicionales o colectivos sobre la tierra y sean 
coherentes con las Directrices voluntarias sobre la gobernanza 
responsable de la tenencia de la tierra, la pesca y los bosques en el 
contexto de la seguridad alimentaria nacional8

Los organismos internacionales:
• Los Procedimientos especiales de la Comisión de Derechos Humanos 

(especialmente los que tienen los mandatos sobre los defensores de los 
derechos humanos, los pueblos indígenas, los derechos humanos y las 
empresas, los derechos humanos y el medio ambiente y las ejecuciones 
extrajudiciales) deben abordar en sus comunicaciones el aumento del 
peligro al que se enfrentan los defensores del medio ambiente y la tierra.

•  ASEAN, la Asociación de las naciones del sureste asiático, la Comisión 
de Derechos Humanos y la Comisión Africana de Derechos Humanos 
y de los Pueblos deben establecer un mecanismo en el marco de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para ofrecer 
protección de emergencia («medidas cautelares») a los defensores de los 
derechos humanos9. 

•  El Grupo de Trabajo de la ONU para elaborar un tratado con el que 
prevenir y abordar las violaciones corporativas de los derechos 
humanos10 debería abordar en el texto de cualquier tratado futuro el 
aumento del peligro que representan las actividades empresariales 
para los defensores del medio ambiente y la tierra.    

Las empresas que operan en áreas en las que los defensores del 
medio ambiente y la tierra están en situación de peligro deben 
adoptar medidas inmediatas para:
• Negarse a tomar decisión alguna sobre inversiones o planes de proyectos, 

a no ser que las comunidades que puedan verse afectadas hayan otorgado 
su consentimiento verdaderamente libre, previo e informado

• Incorporar a sus cadenas de suministro comprobaciones de diligencia 
debida para garantizar que sus políticas de adquisición no estén 

vinculadas a operaciones relacionadas con abusos de derechos humanos 
o ambientales, incluidos actos de intimidación, represión o violencia 
contra los defensores del medio ambiente y la tierra

• Adoptar y aplicar los Principios Voluntarios de Seguridad y Derechos 
Humanos11, los Principios Rectores de la ONU sobre las Empresas y los 
Derechos Humanos12 y otros estándares internacionales de derechos 
humanos que sean pertinentes

El Gobierno de Honduras debe tomar las siguientes medidas:
 Respecto a sus compromisos internacionales:
• Aplicar de forma efectiva sus obligaciones legalmente vinculantes 

sobre los derechos indígenas, tras haber ratificado el Convenio número 
169 de la Organización Internacional del Trabajo13, especialmente en 
lo que respecta al consentimiento libre, previo e informado sobre los 
proyectos de extracción y desarrollo

• Aplicar las recomendaciones14 del Grupo de Trabajo de las Naciones 
Unidas sobre el uso de mercenarios para garantizar que la Unidad de 
Control de Compañías Privadas de Servicios de Seguridad cuente con 
suficientes recursos para asegurarse de que las empresas privadas de 
seguridad cumplan la ley y que se investigue y procese debidamente 
cualquier delito que cometan

• Aplicar las recomendaciones para mejorar las medidas de protección, 
en especial las referidas a los defensores del medio ambiente y la tierra, 
que se describen en las presentaciones por escrito de la sociedad civil15 
al Examen Periódico Universal (EPU) de Honduras de 2015, así como 
garantizar la aplicación de las consiguientes recomendaciones del 
Consejo de Derechos Humanos de la ONU

• Aplicar inmediatamente las medidas cautelares concedidas por 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) a los 
defensores del medio ambiente y la tierra, garantizando que existan 
unos procedimientos claros en lo que respecta al conjunto de medidas 
de protección disponibles, que se cuente con sistemas de supervisión y 
que se ofrezca financiación para garantizar una aplicación efectiva

 Respecto a su legislación nacional:
• Abordar el aumento del riesgo al que se enfrentan los defensores 

del medio ambiente y la tierra, durante el debate y aprobación del 
anteproyecto de la Ley de Protección para las y los Defensores de 
Derechos Humanos, Periodistas, Comunicadores Sociales y Operadores 
de Justicia16 y cualquier otra legislación derivada o protocolo operativo, 
a fin de garantizar su protección específica, así como la garantía de 
independencia y asignación de suficientes recursos para el mecanismo 
nacional de protección  

• Rechazar las propuestas de plebiscito17 para elevar a rango 
constitucional la nueva Policía Militar de Orden Público, siguiendo las 
recomendaciones18 de la CIDH, donde se describe la falta de especificación 
legal de las funciones de este cuerpo de seguridad y de una verdadera 
supervisión judicial e institucional de la legalidad de sus acciones

• Revocar la Ley General de Minería de 201319, que permite la minería a 
cielo abierto y no garantiza el consentimiento libre, previo e informado 
de los pueblos afectados, los derechos de la comunidad sobre las 
fuentes de agua ni el acceso a la información técnica y financiera sobre 
los proyectos de minería 

• Publicar inmediatamente toda la información sobre los proyectos, incluso 
la de las evaluaciones del impacto social y ambiental y los procesos de 
consulta y licitación, relacionados con las 47 concesiones hidroeléctricas 
concedidas en 2010, todas las concesiones hidroeléctricas posteriores y las 
concesiones de minería otorgadas a 31 empresas en 201520

• Cancelar con efecto inmediato los planes de conceder permisos 
ambientales temporales a las empresas el mismo día que los soliciten21, 
pasando por alto las buenas prácticas internacionales22

• Investigar las afirmaciones que se incluyen en una presentación que la 
sociedad civil envió al Consejo de Derechos Humanos de la ONU, donde se 
indicaba que el Estado hondureño infringe sus propias leyes al conceder 
permisos ambientales para proyectos hidroeléctricos en áreas protegidas, 
perjudicando así el acceso de las comunidades a fuentes de agua23
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HAllAzgos y Análisis 
mundiAl dE 2014

¿A quiénEs sE ConsidERA dEfEnsoREs dEl mEdio 
AmbiEntE y lA tiERRA?
 
Nuestra definición de «defensores del medio ambiente y la tierra» abarca 
a todas las personas que actúan pacíficamente para proteger los derechos 
ambientales o sobre la tierra, ya sea a título personal o profesional. Los 
defensores del medio ambiente y la tierra son defensores de los derechos 
humanos y, por lo tanto, se les confieren todas las protecciones espe-
cificadas en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los defensores de 
los derechos humanos24. Lo que los distingue de otros defensores de los 
derechos humanos es que, aparte de que probablemente trabajen en el 
ámbito de derechos humanos tradicionales (como la libertad de expresión 
y la libertad de asociación), también se ocupan de otros derechos que 
solo han recibido reconocimiento oficial más recientemente (como el 
derecho a un medio ambiente sano y el derecho de autodeterminación 
de los pueblos indígenas). Además, su trabajo también contribuye a unos 
objetivos ambientales y sociales de mayor alcance, como la lucha contra 
el cambio climático y la conservación de la biodiversidad y otros recursos 
naturales para las próximas generaciones. 

Otra característica que define a los defensores del medio ambiente y la 
tierra es que tienen orígenes diferentes. A menudo son gente ordinaria 
de comunidades rurales que, de pronto, se han visto a la vanguardia de 
la lucha por los recursos naturales, pero también pueden tener un perfil 
profesional, como abogados ambientalistas o periodistas de investiga-
ción. Algunos de ellos están muy comprometidos con el activismo social 
y toman parte en organizaciones de la sociedad civil, mientras que 
otros son líderes indígenas que defienden su derecho sobre sus tierras 
tradicionales. A todos ellos los consideramos «activistas» y «defensores» y 
usamos estos términos indistintamente en el presente informe. Debido al 
aumento de los riesgos25 a los que se enfrentan los defensores del medio 
ambiente y la tierra, consideramos que necesitan una atención y protec-
ción especial.

A continuación se presentan algunos ejemplos de diferentes tipos de 
víctimas que murieron en 2014 por defender los derechos ambientales y 
sobre la tierra:
• Atilano Román Tirado, un periodista mexicano, murió de un disparo en 

directo mientras presentaba su programa radiofónico semanal. Tirado 
había encabezado una campaña para pedir compensación en nombre 
de 800 familias que se dedicaban a la agricultura, cuyas tierras se 
inundaron por la construcción de una presa26.

• En septiembre de 2014, en la remota región amazónica de Ucayali 
(Perú), cuatro líderes ashéninkas (Edwin Chota Valera, Leoncio 
Quincima Meléndez, Jorge Ríos Pérez y Francisco Pinedo) fueron 

Arriba: El 24 de octubre de 2014, Henry Alameda, un líder indígena del sur de Filipinas, fue asesinado 
a tiros por un grupo paramilitar. Alameda había participado activamente en campañas en contra de las 
operaciones mineras que se llevaban a cabo en su comunidad. ©Philippine daily Inquirer

“Hemos cometido el error de no matarte en el pasado, 
pero esta vez vamos a matarte. Te cortaremos las 
venas de las muñecas y de las piernas, te ataremos las 
manos y las piernas juntas y te tiraremos al río.”

 – Amenaza recibida por Shahed Kayes, activista contra la extracción ilegal de arena, Bangladés

asesinados presuntamente por madereros ilegales que habían invadido 
su territorio27.   

• Daniel Humberto Sánchez Avendaño, de 19 años, miembro de una 
organización colombiana de jóvenes activistas del medio ambiente, fue 
asesinado el 7 de octubre de 2014. Poco antes lo había acosado la policía 
y su organización había recibido amenazas constantes por su campaña 
en contra de una mina local28.

• Un joven aldeano camboyano, Try Chamroeun, fue asesinado a tiros por 
un soldado tras ordenársele que abandonara sus tierras de labranza. 
Una semana antes los soldados habían ordenado a los habitantes de la 
aldea de Chamroeun que abandonaran la zona, alegando que la tierra 
pertenecía a «su superior»29. 

• El 24 de octubre de 2014, Henry Alameda, un líder indígena lumad 
del sur de Filipinas, fue sacado a rastras de su casa y llevado a una 
zona arbolada, donde un grupo militar lo mató a tiros. Alameda era 
miembro activo del consejo de MAPASU, una organización que protesta 
enérgicamente contra las operaciones mineras y plantaciones de la 
región de Caraga30
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los dAtos dE 2014:  
lAs ComunidAdEs indígEnAs A lA vAnguARdiA 
Global Witness ha documentado los asesinatos de 116 defensores del medio 
ambiente y la tierra que se perpetraron por todo el mundo en 2014 basán-
dose en información disponible al público y usando la metodología que se 
describe en el apéndice de este informe. Los países más afectados siguen 
siendo de Latinoamérica y el sureste de Asia. Brasil, Colombia, Filipinas y 
Honduras son los más perjudicados. Aparte de los asesinatos, los activis-
tas cada vez se enfrentan a más riesgos, entre ellos la violencia física, la 
criminalización y la restricción de sus libertades. Más adelante describimos 
algunos casos emblemáticos recientes, que ponen de relieve estos riesgos.

Uno de los factores subyacentes de los asesinatos de los defensores del 
medio ambiente y la tierra en prácticamente todos los casos documenta-
dos de 2014 fueron las disputas por la propiedad, el control y el uso de la 
tierra. Se ha observado un aumento de los asesinatos relacionados con 
proyectos hidroeléctricos, un problema especialmente preocupante en 
Honduras (véase a continuación el estudio de caso de Honduras), pero 
entre las principales causas se encuentran también la minería y otras 
industrias extractivas, la agroindustria y la tala. Otros problemas ambi-
entales relacionados con los asesinatos son la contaminación, la conserva-
ción de la flora y la fauna y la pesca ilegal.

Los datos muestran la trágica cantidad de muertes que conlleva la lucha 
para defender los derechos ambientales y sobre la tierra de las comunid-
ades indígenas. En 2014, 47 indígenas murieron asesinados por defender 
sus recursos naturales, un 40 % de todas las muertes de defensores del 
medio ambiente y la tierra. Es posible que el porcentaje real sea incluso 
mayor, ya que generalmente la identidad indígena de la víctima no se 
comunica y los casos relacionados con pueblos indígenas suelen ocurrir en 
zonas remotas.

Las muertes de los activistas en gran medida suelen ser asesinatos de 
personas específicas o ejecuciones extrajudiciales en el contexto de alguna 
protesta. Hay poca información disponible al público que confirme quiénes 
son los sospechosos de haber cometido estos asesinatos. No obstante, en los 
casos bien documentados de 2014, observamos que diez muertes estaban 
relacionadas con grupos paramilitares (en Colombia y Filipinas), ocho con 
la policía, cinco con guardas de seguridad privados y tres con el ejército. 
Entre los presuntos autores intelectuales hay terratenientes e intereses 
comerciales, actores políticos y miembros del crimen organizado.

ASESINATOS EN 2014 POr PAÍS

En aquellos países en los que la supervisión de la 
sociedad civil es relativamente débil (por ejemplo, 
en la mayor parte de África) se registraron pocas 
muertes, lo cual no implica que no se den ataques 
o intimidaciones. del mismo modo, en áreas como 
China, Asia Central y Oriente Medio, los escasos 
datos sobre asesinatos de los que se dispone 
podrían deberse a la supresión de los medios de 
comunicación y otros canales de información. 

VICTIMAS  
INdÍgENAS  

VICTIMAS  
NO INdÍgENAS

Brasil

Colombia

15
Filipinas

12
Honduras

9
Perú 

5
Guatemala

4
Tailandia

3
Paraguay

3
México

2
Indonesia

2
Myanmar

2
Uganda

1
Ecuador

India

Costa Rica

Sudáfrica

1
Camboya

1

1

1

29

25
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El áREA gEogRáfiCA
 
En 2014 Global Witness descubrió casos de asesinatos de defensores del 
medio ambiente y la tierra en 17 países. Más de tres cuartas partes de 
todas estas muertes tuvieron lugar en América Central y del Sur, exacta-
mente 88 de un total de 116. Los demás asesinatos se produjeron princip-
almente en el sureste asiático, mientras que en África se registraron tres 
y en India uno.

Una vez más, Brasil es el país más afectado, habiéndose producido allí 29 
asesinatos en 2014. La mayoría están relacionados con el conflicto por 
la propiedad, el control y el uso de la tierra. Colombia es el segundo país 
más peligroso, con 25 víctimas mortales, la mitad de las cuales eran in-
dígenas que luchaban para defender sus tierras ancestrales. En Filipinas 
se perpetraron 15 asesinatos en 2014 (principalmente a manos de grupos 
paramilitares que defendían intereses mineros), mientras que Honduras 
sigue siendo el país más perjudicado per cápita, con 12 muertos. Un gran 
número de los asesinatos de Honduras y otros países de Centroamérica 
se debe a la lucha contra presas hidroeléctricas y su impacto sobre las 
comunidades locales.

En los países de África y el sur de Asia se conocen relativamente pocos 
casos de asesinatos, a pesar de que cierto número de informes señalen 
que, en estas regiones, la situación es peligrosa para los defensores de los 
derechos humanos. Esto puede deberse a la escasa presencia de organ-
izaciones de la sociedad civil y otros grupos locales que supervisen la 
situación de los activistas ambientales y de la tierra. En estas regiones, se 
sabe que los defensores sufren otros riesgos como amenazas de muerte y 
violencia física, como demuestran los ejemplos de la República Democrát-
ica del Congo, Mozambique y Bangladés que incluimos en este informe. 

En áreas como China, el Asia Central y Oriente Medio se dispone de 
pocos datos sobre los asesinatos, lo que puede deberse a la supresión de 
los medios de comunicación y otros canales de información. Además, la 
violencia política y otros conflictos de mayor envergadura dificultan la 
identificación de casos específicos de asesinatos selectivos de activistas 
ambientales y de la tierra.

Estas son las causas de los asesinatos en 2014. 
Todas están vinculadas a las disputas por tierra.

 
NÚMErO dE ASESINATOS

ASESINATOS EN 2014 POr SECTOr

Disputas por tierra

IndustrIas mInera  
y extractIva

Tala
AgroindustriA

Presas 
hidroeléctricas

dISPuTAS POr 
TIErrA  

INduSTrIAS MINErA 
y ExTrACTIVA

PrESAS  
HIdrOELéCTrICAS

AgrOINduSTrIA

TALA

116

25

14

10

14
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lAs industRiAs minERA y ExtRACtivA  
 
El 10 de agosto de 2014, el grupo paramilitar «Bagani», que opera en la 
región minera de Mindanao (Filipinas), presuntamente mató a tiros al líder 
indígena local Datu Roger Alaki39. Según una organización eclesiástica local, 
dos días antes, el grupo paramilitar había amenazado a la comunidad de 
Alaki, Sitio Mintakei, con que sufrirían graves consecuencias si se negaban 
a firmar un memorando de acuerdo con la empresa minera Malampay40. 
Horas después del asesinato de Alaki, todos los miembros de su comunidad 
abandonaron sus hogares y huyeron despavoridos41.

Este es uno de los nueve casos de asesinatos de activistas relacionados 
con proyectos mineros que se produjeron en Filipinas en 2014, lo que 
representa casi una tercera parte de las 25 muertes relacionadas con las 
industrias extractivas ocurridas en todo el mundo. Continúa así el patrón 
de defensores filipinos a los que se persigue por su oposición a la indus-
tria minera nacional, un sector que opera con muy poca transparencia y 
rara vez consulta a las comunidades locales42. Aparte de en Filipinas, en 
2014 se perpetraron asesinatos relacionados con la minería en ocho países 
de África, el sureste asiático, Centroamérica y Sudamérica. 

Las empresas extractivas cada vez están invadiendo más tierras de los 
pueblos indígenas, según la demanda de recursos les va forzando a 
llevar sus operaciones a zonas más remotas y fronterizas. Esto provoca 
enfrentamientos porque los derechos consuetudinarios legítimos sobre 
la tierra se pasan por alto. En 2014 en Colombia murieron tres miembros 
de comunidades indígenas por defender su territorio frente a intereses 
mineros. El Estado también está persiguiendo a las comunidades por 
sus protestas en contra de las acciones que llevan a cabo las empresas 
mineras. En diciembre de 2014, la policía mató a tiros a una mujer en 
Birmania durante una manifestación en contra de una mina de cobre 
para la cual, según los manifestantes, se había expropiado la tierra de los 
agricultores locales43.    

Estos asesinatos no se detendrán hasta que los Gobiernos y las empresas 
reconozcan y apliquen el derecho de las comunidades al consentimiento 
verdaderamente libre, previo e informado para los proyectos de extrac-
ción. A este fin, los Estados que no lo hayan hecho aún deben ratificar el 
Convenio número 169 sobre los pueblos indígenas y tribales44. Además, 
los Gobiernos deben garantizar una mejor protección de los defensores 
del medio ambiente y la tierra que estén en situación de peligro por la 
minería y pedir cuentas a las personas responsables del asesinato de estas 
personas.

lAs CAusAs pRinCipAlEs
lAs disputAs poR lA tiERRA: un tEmA dominAntE
 
El 21 de febrero de 2014 el líder comunitario Raimundo Rodrigues da 
Silva recibió varios disparos en el estado de Maranhao, en el noreste de 
Brasil31. Cuando estaba en el hospital, moribundo por sus heridas de bala, 
dos hombres intentaron entrar en la sala para matarlo. Aunque no lo 
consiguieron, Da Silva acabó sucumbiendo a sus heridas. Había  liderado 
una campaña para conseguir la propiedad de la tierra para su comunidad 
local de Campestre32. En los últimos años, había recibido numerosas 
amenazas de muerte y había sobrevivido a un intento de asesinato en 
201333.

La muerte de Raimundo Rodrigues da Silva constituye uno de los numer-
osos asesinatos de activistas brasileños que supuestamente orquestaron 
terratenientes privados el año pasado. A nivel mundial, las disputas por la 
propiedad, el control y el uso de la tierra fueron uno de los factores sub-
yacentes de casi todos los asesinatos de defensores del medio ambiente 
y la tierra que se documentan en este informe. Otro de los factores que 
complicaban la situación era la falta de títulos de propiedad oficiales para 
los pueblos indígenas y las comunidades locales. Los derechos sobre la 
tierra suelen intervenir en los conflictos por la agroindustria, la minería, 
las presas hidroeléctricas y la tala industrial.

En muchos de los casos de 2014, los asesinatos estaban relacionados con 
grandes terratenientes (como en el caso de Brasil), el ejército o grupos 
paramilitares y otros intereses poderosos que limitaban los derechos 
de las comunidades sobre la tierra y los recursos. En ciertas partes 
de algunos países, como Colombia y Filipinas, el legado de conflictos 
armados de mayor envergadura siguió poniendo en peligro la vida de los 
defensores de la tierra y limitando la protección que recibían del Estado.

La vulnerable situación legal de la tierra indígena, cuya propiedad en las 
zonas ricas en recursos suele establecerse según leyes consuetudinarias, 
conlleva que estas comunidades estén especialmente expuestas a los 
conflictos por la tierra. En 2014 se observó un aumento del número de 
asesinatos de defensores del medio ambiente y la tierra que pertenecían 
a comunidades indígenas, muchos de los cuales ocurrieron por el acceso 
a la tierra. Por ejemplo, en septiembre de 2014, en la remota región 
amazónica de Ucayali (Perú), cuatro líderes ashéninkas (Edwin Chota 
Valera, Leoncio Quincima Meléndez, Jorge Ríos Pérez y Francisco Pinedo) 
fueron asesinados presuntamente por madereros ilegales que habían in-
vadido su territorio34. Los madereros se aprovecharon de que el Gobierno 
peruano no cumpliera su promesa de reconocer oficialmente la tierra 
indígena35. En total, el año pasado la tala fue un factor determinante en la 
muerte de 10 defensores del medio ambiente y la tierra de todo el mundo.

El acaparamiento de tierras llevado a cabo por la agroindustria para 
plantaciones a gran escala también fue un factor decisivo en 14 muertes 
ocurridas en 2014. Con su trabajo, Global Witness ha logrado demostrar 
que empresas y Gobiernos habitualmente celebran acuerdos que conci-
ernen a grandes superficies de tierra y bosques para cultivar productos 
comerciales, como el caucho o la palma de aceite. Debido a este acapara-
miento de tierras, las comunidades locales suelen salir perjudicadas, ya 
que se les obliga a abandonar sus tierras36. Por ejemplo, una investigación 
realizada hace poco por Global Witness en Birmania demostró que, a 
mediados de la década de 2000, el ejército había tomado extensas parcelas 
de varias aldeas agrícolas y se las había entregado a empresas y colabor-
adores políticos para el desarrollo de plantaciones de caucho37.

La agroindustria no está regulada como el comercio de otros productos 
básicos. Se han dado intentos de reformar esta industria con la introduc-
ción de compromisos voluntarios38 para acabar con el acaparamiento de 
tierras, pero ahora se necesita normativa vinculante para garantizar que 
las adquisiciones de tierra a gran escala no violen los derechos legítimos 
que las comunidades tienen sobre la tierra.

Enfrente: : La minería fue una de las principales causas de la violencia 
contra defensores ambientales y de la tierra en 2014. ©Panos 
 
Abajo: Las empresas de aceite de palma suelen entrar en conflictos con los 
activistas al deforestar tierras que pertenecen a comunidades locales. ©Panos  
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lAs pREsAs HidRoEléCtRiCAs 
        
En 15 agosto de 2014, en el departamento guatemalteco de Alta Verapaz, 
la policía mató a tres líderes indígenas de la comunidad maya q’eqchi: 
Sebastián Rax Caal, Luciano Can Cujub y Óscar Chen Quej45. Los asesin-
aron durante unas protestas en contra de una operación policial para 
expulsarles de su tierra con el fin de dar paso a la construcción de la 
presa hidroeléctrica de Santa Rita46. Las protestas tuvieron lugar tras la 
detención de varios líderes comunitarios locales que hacían campaña en 
contra de la presa47.

En 2014 se disparó el número de activistas ambientales y de la tierra que 
murieron por oponerse a presas hidroeléctricas. El año pasado muri-
eron 14 personas que defendían su tierra y ríos frente a proyectos de 
construcción de presas, principalmente en Centroamérica y Sudamérica, 

aparte de un caso registrado en la India. Muchos de estos conflictos se 
desatan porque los proyectos hidroeléctricos se aprueban sin consultar a 
los pueblos locales. Como es habitual, las comunidades indígenas son las 
más afectadas, ya que dependen de fuentes de agua de zonas remotas que 
se han identificado para la inversión hidroeléctrica. Las presas hidroeléc-
tricas afectan al sustento de las comunidades al inundar sus tierras y 
cambiar el curso de fuentes de agua vitales que usan para beber, pescar 
o regar. A menudo, las comunidades se ven obligadas a dejar sus hogares 
para dejar paso a la construcción, pero las presas también causan im-
pactos ambientales graves, ya que afectan a la calidad del agua y liberan 
metano, un potente gas de efecto invernadero48.

Con el crecimiento actual de la demanda de energía, muchos países en de-
sarrollo están aumentando sus inversiones en la construcción hidroeléc-
trica49, a pesar de las conclusiones de un estudio publicado hace poco, que 
indican que las presas a gran escala no son económicamente viables y que, 
de media, conllevan unos sobrecostes del 96%50. Estos proyectos suelen ca-
racterizarse por una gran corrupción, lo que puede debilitar el proceso de 
toma de decisiones que conduce a su aprobación. Por ejemplo, el polémico 
proyecto de Belo Monte en Brasil, cuya presa, la tercera más grande del 
mundo, amenaza con desplazar a 20.000 personas51, está implicado en 
unas acusaciones recientes de soborno52. Dalton Avancini, presidente del 
gigante de la construcción Camargo Correa, ha confirmado ante la fiscalía 
brasileña (el Ministerio Público Federal) que su empresa pagó 30 millones 
de dólares estadounidenses (US$) a dos partidos políticos a cambio de 
contratos para construir la presa53. Los impactos sociales y ambientales se 
pasan por alto en esta búsqueda de ganancias ilícitas.

Dado el aumento del número de activistas que han muerto por defender 
su tierra y el medio ambiente frente a las presas, es fundamental que el 
Gobierno se asegure de que todos los proyectos garanticen el derecho de 
las comunidades locales al consentimiento verdaderamente libre, previo 
e informado. Los Gobiernos deben garantizar la protección de estos de-
fensores y procesar a los autores de este tipo de asesinatos. 

Arriba: Comunidades indígenas guatemaltecas están de luto por el asesinato de tres de sus líderes a manos 
de la policía, tras sus protestas en contra de la presa hidroeléctrica de Santa rita. ©COdECA
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RiEsgos A los quE sE 
EnfREntAn los dEfEnsoREs 
dEl mEdio AmbiEntE y lA tiERRA

El ContExto dE los RiEsgos
Según un informe publicado por la ONU en 2007, los activistas ambientales 
y de la tierra constituyen el segundo grupo más vulnerable de todos los 
defensores de los derechos humanos, después de los que se ocupan de los 
derechos de las mujeres, porque corren el riesgo de perder la vida54. Dado 
que el índice de sus asesinatos se triplicó entre 2007 y 2011, es posible que 
ahora constituyan el grupo de mayor riesgo55. En 2011 Margaret Sekaggya, 
por entonces Relatora Especial de la ONU sobre la situación de los defensores 
de los derechos humanos, informó de los extraordinarios riesgos que corren 
estos activistas por la labor que realizan y los contextos en los que operan56. 

Aparte de los asesinatos, los defensores del medio ambiente y la tierra 
sufren graves amenazas y violencia física, criminalización y la restricción 
de sus libertades. Aunque estos son riesgos que corre cualquier defensor 
de los derechos humanos, son especialmente pertinentes en el caso de 
quienes defienden los derechos ambientales y sobre la tierra, como se 
describe a continuación, en el apartado sobre los tipos de violaciones. 

La marginalización ha provocado grandes riesgos para los defensores 
del medio ambiente y la tierra. En la mayoría de los casos, los defensores 
dependen exclusivamente de los recursos naturales para su sustento, 
ya que viven en zonas forestales o aldeas agrícolas remotas. En general, 
provienen de áreas rurales pobres, donde la comunicación resulta difícil y 
el Estado suele tener una presencia escasa. Su aislamiento y su incapa-
cidad de acceder a las instituciones públicas los vuelve especialmente vul-
nerables. Las comunidades indígenas, que siempre se han visto margin-
adas por sus tradiciones y su forma de vida, son una parte esencial de esta 
lucha ambiental. Estos defensores suelen carecer de recursos suficientes 
para sus campañas y desconocen sus derechos o no los entienden bien, lo 
que aumenta el riesgo de que abusen de ellos.     

Debido a la opinión ya desfasada de que los activistas ambientales y de la 
tierra no se ocupan de temas de derechos humanos «tradicionales», les 
resulta más complicado que su labor se considere legítima, lo que les di-
ficulta obtener la protección que necesitan, aumentándose así su vulner-
abilidad. Como la defensa de sus recursos naturales suele chocar contra 
las nociones de «desarrollo» que promueven poderosas empresas, actores 
políticos y bancos de desarrollo, su opinión puede verse despreciada. La 
estigmatización de estos defensores como opositores al desarrollo hace 
que tengan dificultades para obtener financiación, cobertura mediática y 
apoyo político, lo que facilita que se pasen por alto los abusos que sufren. 
En particular, esta situación afecta a su capacidad de exigir justicia al 
Estado. Como los crímenes contra activistas quedan impunes, es más 
probable que se comentan abusos, ya que los responsables saben que 
tienen pocas probabilidades de sufrir repercusiones.

Al oponerse a las actividades de grandes industrias como la petrolífera, 
la minera y la agrícola, los defensores entran en conflictos con las élites 
locales e internacionales, que tienen acceso a un poder económico, legal 
y político que usan para cometer abusos y salir indemnes. Esto aumenta 
aún más los riesgos a los que se enfrentan los activistas ambientales y de 
la tierra, ya que estos intereses comerciales pueden tener un elemento 
delictivo e incluso, en algunos casos, vínculos con el crimen organizado 
y actuar en connivencia con el Gobierno u operar fuera de su alcance. 
En muchos países en los que los activistas reciben amenazas, pueden 
contratarse sicarios o matones por poco dinero, con el fin de que vigilen 
ilegalmente, amenacen, ataquen o maten a activistas.

Abajo: El 2 de julio de 2013, Shahed Kayes (de rojo) fue apaleado por oponerse a la extracción de 
arena ilegal que se llevaba a cabo en su comunidad de Bangladés. ©Subornogram Foundation
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los tipos dE violACionEs
1. Las amenazas y violencia física
Estás luchando contra nosotros y hemos perdido mucho dinero por tu movimi-
ento. Hemos cometido el error de no matarte en el pasado, pero esta vez vamos 
a matarte. Te cortaremos las venas de las muñecas y de las piernas, te ataremos 
las manos y las piernas juntas y te tiraremos al río57. (Amenaza recibida por 
Shahed Kayes, activista contra la extracción ilegal de arena, Bangladés).

El 2 de julio de 2013 Shahed Kayes recibió amenazas y fue apaleado en 
Mayadip-Nunertek (Bangladés) por unas 40 personas que se cree que es-
taban implicadas en la extracción ilegal de arena58. Kayes llevaba tiempo 

denunciando esta extracción y el impacto que esta tenía sobre la tierra y 
las aguas de pesca de su comunidad. Como consejero del Comité de Pre-
vención contra la Extracción Ilegal de Arena de la zona, desde septiembre 
de 2012 había estado recibiendo amenazas de muerte por teléfono59.

La amenaza de violencia física caracteriza la vida de muchos defensores 
del medio ambiente y la tierra. Estos activistas reciben amenazas en per-
sona, por teléfono, por carta y por correo electrónico. Con estas tácticas 
se intenta infundirles miedo e intimidarlos para que abandonen su labor. 
A veces, advierten a los defensores de que ellos o algún miembro de su 
familia acabarán muertos y, en algunos casos, les dan una paliza para 
garantizar que se tomen en serio las amenazas.

El Caso del Parque Nacional de Virunga 
Las amenazas y los ataques físicos relacionados con los proyectos 
extractivas son especialmente comunes. La oposición local contra las 
operaciones está impedida mediante el uso ocasional de los cuerpos de 
seguridad públicos para que protejan las operaciones.. Por ejemplo, en 
el parque nacional de Virunga de la República Democrática del Congo 
(RDC), activistas y guardas del parque que critican las operaciones de 
la petrolera británica Soco International han recibido amenazas y, en 
algunos casos, palizas y han sido arrestados por soldados congoleños60. Al-
gunos soldados afirmaron a la BBC que un subcontratista de Soco pagaba 
a la unidad del ejército responsable61. Soco lleva años intentando obtener 
acceso a este parque nacional, el más antiguo de África y Patrimonio 
de la Humanidad de la UNESCO, para extraer petróleo62. Al menos seis 
activistas congoleños que se oponen a las actividades de la empresa en 
Virunga han recibido amenazas de muerte a través de mensajes de texto 
enviados por desconocidos. Un activista, de un grupo ambientalista con 
sede en Goma, recibió un mensaje de texto en 2011 que le informaba de 
que tendría problemas «si seguía hablando de Soco»63. En otra ocasión, 
le dijeron: «Si sigues hablando de petróleo, verás [lo que pasa]. Deberías 
tener cuidado»64. Más recientemente, en 2013, un antiguo dirigente del 
sindicato local de pescadores que había pedido a Soco y al Gobierno que 
divulgaran más información sobre el acuerdo petrolífero dijo a la BBC: 

Me arrestaron unos soldados y su superior era el comandante Feruzi (se 
encarga de proteger las actividades de Soco). Me dijeron: “Estás en contra 
del petróleo, tenemos que hacerte daño”. Fue muy peligroso65.

Unos meses más tarde, el mismo comandante del ejército le informó de 

que, si no cambiaba de postura, «perdería la vida»66. Después de eso, aban-
donó su hogar junto con su familia67. En 2014 unos soldados le cortaron 
las redes y le dieron una paliza a otro pescador durante la fase de prospec-
ción de petróleo de Soco, en la que se restringía la pesca.

El 15 de abril de 2014, el guarda principal del parque nacional de Virunga, 
Emmanuel de Merode, sobrevivió a lo que parece haber sido un intento de 
asesinato68. Unos desconocidos acribillaron a balazos el coche de De Merode 
cuando volvía a la base del parque, en Rumangabo. Le alcanzaron dos balas: 
una en el estómago y otra en el pecho. Unas horas antes, había presentado 
un informe sobre las actividades de Soco ante la fiscalía de Goma.

No se sabe si estas actividades ocurrieron con el conocimiento de la empresa, 
o si fueron los subcontratistas. Soco ha condenado el uso de violencia en su 
nombre y niega todo tipo de participación en las amenazas referidas.  

2. La criminalización
En septiembre de 2014, Mario Luna Romero y Fernando Jiménez 
Gutiérrez, líderes de la comunidad indígena yaqui del estado de Sonora 
(México), fueron arrestados tras ser acusados de «privación ilegal de la 
libertad» y «robo de un vehículo automotor»69. Ambos encabezan una 
campaña para detener la construcción del Acueducto Independencia, 
que se aprobó sin el consentimiento de su comunidad y pone en peligro 
directo su fuente de agua, cultura tradicional y sustento, que dependen 
del río Yaqui70. El 4 de septiembre, Mario Luna Romero había viajado 
para presentarse ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
para sacar a la luz este caso71. Amnistía Internacional sostiene que su 
acusación se basa en una investigación parcial que tiene como objeto 
criminalizar a algunos miembros de la comunidad yaqui72. 

La criminalización es uno de los riesgos más graves a los que se enfrentan 
actualmente los defensores del medio ambiente y la tierra. Cada vez hay 
más Gobiernos que inician procesos penales en contra de defensores, 
sometiéndolos así a redadas policiales, arrestos ilícitos, multas y encar-
celación73. Desde enero de 2011 hasta agosto de 2014, el Observatorio para 
la Protección de los Defensores de Derechos Humanos documentó deman-
das falsas en contra de 123 activistas de la tierra de todo el mundo74. Este 

Arriba: Mario Luna romero se enfrenta a cargos penales por oponerse a un proyecto de construcción que pone 
en peligro la fuente de agua tradicional de la comunidad indígena yaqui del norte de México.

 
Arriba: Activistas de la rdC han recibido amenazas por oponerse a la extracción de petróleo en 
el parque nacional de Virunga, Patrimonio de la Humanidad de la uNESCO.
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acoso judicial es especialmente corriente en el continente americano75 
y se usa para intimidar a los defensores, dificultar su labor, empañar su 
reputación y atraparlos en batallas legales costosas y agotadoras. Una vez 
que se han interpuesto cargos penales, los activistas ambientales y de la 
tierra suelen verse estigmatizados públicamente y los medios de comu-
nicación suelen acusarles de llevar a cabo actividades ilegales.

Los defensores del medio ambiente y la tierra corren un riesgo especial 
con respecto a la criminalización debido a su oposición a los intereses 
comunes del Gobierno y la industria, por ejemplo la promoción de 
proyectos de infraestructura a gran escala. Hay entidades privadas que 
han iniciado procesos en contra de defensores por calumnia, difamación, 
propagación de información falsa y riesgo reputacional, contando en 
ocasiones con el apoyo del Estado76. Debido a sus campañas en contra de 
algunas empresas, a menudo se acusa a los activistas de delitos comunes, 
como daños contra la propiedad o interrupción de obras públicas, y estos 
cargos también conllevan multas cuantiosas77.

 Además, se ha observado una tendencia alarmante por la que algunos 
Gobiernos han usado legislación antiterrorista en contra de activistas, de-
scribiéndoles como «enemigos del Estado» para justificar los abusos que 
se cometen78. Poor ejemplo, el 30 de julio de 2014, la Corte Interameric-
ana de Derechos Humanos (CIDH) condenó al Estado chileno por utilizar 
una ley antiterrorista en contra de la comunidad indígena mapuche, que 
defendía sus tierras ancestrales frente a la explotación comercial79. En un 
fallo emblemático, la CIDH dictó que las penas impuestas a ocho activis-
tas mapuches por cargos de «amenaza terrorista» e «incendio terrorista», 
que se utilizaban según una ley aprobada durante la dictadura militar 

Abajo: Las comunidades mozambiqueñas afectadas por las minas han exigido acceso a 
una tierra mejor tras su reasentamiento. El 10 de enero de 2012 algunos manifestantes 
fueron detenidos arbitrariamente, agredidos y torturados por la policía. ©HrW

del general Pinochet, debían quedar sin efecto80. Ambos habían sido 
condenados a una pena de prisión de entre 5 y 10 años en 200281 pero, 
según el fallo de la CIDH, el Estado chileno había violado los principios 
de legalidad, igualdad y no discriminación, así que se le ordenó pagar una 
indemnización.

3. La restricción de sus libertades

Yo estaba allí. La policía vino el día de la manifestación y, al día siguiente, vini-
eron en busca de algunos, se los llevaron y les dieron una paliza. Pegaron a todas 
las personas que vieron fuera de sus casas. Nosotros huimos82. (Manifestante en 
contra de operaciones mineras de Mozambique)

El 10 de enero de 2012, tras una manifestación pacífica de aproximada-
mente 500 residentes de la comunidad cateme, la policía de Mozambique 
detuvo arbitrariamente a 14 personas; cinco de ellas fueron agredidas y 
nueve torturadas mientras estaban detenidas83. Los manifestantes exigían 
una respuesta a sus preocupaciones por la tierra, el alojamiento y el agua 
tras su reasentamiento en 2010 para abrir paso a una mina de carbón 
operada por la empresa brasileña Vale. 

Los defensores del medio ambiente y la tierra cada vez sufren una mayor 
restricción de sus libertades de manifestarse, viajar, desplazarse libre-
mente, organizarse y desempeñar sus labores. Estas libertades se ven re-
ducidas porque la protección de los derechos ambientales y sobre la tierra 
suele enfrentar a las comunidades, que luchan para defender sus recursos 
naturales, con empresas sin escrúpulos que cuentan con el respaldo del 
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Abajo: El gobierno birmano ha hecho uso de leyes represivas contra las manifestaciones 
para encarcelar a activistas en contra de la mina de cobre de Letpadaung. ©AFP

Estado. La falta de una consulta adecuada y acceso a la justicia lleva a 
muchos defensores del medio ambiente y la tierra a manifestarse para 
conseguir que se preste atención a sus reivindicaciones. Los cuerpos de 
seguridad públicos, que a veces cuentan con el apoyo de sicarios, rep-
rimen a los activistas para acallar su oposición y disuadirles de volver a 
manifestarse. 

Se han llegado a promulgar leyes que limitan las protestas públicas y reg-
ulan a las ONG y organizaciones de la sociedad civil, en algunas ocasiones 
bajo el pretexto de que reciben financiación de fuentes extranjeras. Estas 
leyes se utilizan como herramientas para limitar específicamente la liber-
tad de reunión y asociación de los defensores. Por ejemplo, hay activistas 
birmanos a los que se ha acusado en virtud del Artículo 18 de la Ley de 
reunión y marcha pacíficas, por no haber obtenido autorización previa 
para manifestarse. En abril de 2013, las autoridades birmanas detuvieron 
a Thaw Zin, miembro de la Red de apoyo al pueblo yangon, por organizar 
protestas en contra de la polémica mina de cobre de Letpadaung84. A pesar 
de que posteriormente estas acusaciones se retiraron, el 11 de febrero 
de 2014, Zin volvió a ser arrestado en virtud del Artículo 505 del Código 
penal por alterar el orden público al ayudar a los habitantes locales a 
manifestarse en contra de expropiaciones de tierra relacionadas con la 
mina. En marzo de 2014 se le condenó a 15 meses de prisión85.

Además de la restricción jurídica de manifestarse, los defensores del 
medio ambiente y la tierra también se enfrentan a detenciones y arrestos 
arbitrarios por parte de los cuerpos del Estado. Esta táctica tiene como fin 
limitar su libertad de movimiento. A veces, cuando se interponen cargos 
contra ellos tras su arresto, los defensores no pueden salir del país, por 

ejemplo para asistir a reuniones o congresos relacionados con su trabajo. 
A quienes principalmente se somete a arrestos arbitrarios es a los activ-
istas más destacados: se trata de una estrategia que usan los Gobiernos 
para marginar o acallar a las personas que temen que organicen protestas 
o provoquen disturbios sociales. Por ejemplo, en septiembre de 2014, dos 
miembros de la organización indígena guatemalteca Central Campesino 
Ch’orti’ Nuevo Día fueron arrestados y detenidos tras unas manifesta-
ciones pacíficas en contra de una mina86. Los manifestantes exigían la 
revocación de cierta legislación aprobada por el Congreso de Guatemala 
que viola el derecho a la consulta previa y criminaliza la oposición de las 
comunidades indígenas a las comunidades mineras87.

El 17 de septiembre de 2014, dos activistas, Norma Sancir y Carlos Juárez, 
participaron en una manifestación en el departamento de Chiquimula 
y, a la mañana siguiente, los detuvieron arbitrariamente cuando iban 
a unirse de nuevo a la protesta. También se arrestó a dos transeúntes 
que intentaron intervenir y ayudar a Norma Sancir. Poco después de las 
detenciones, 150 agentes de policía fueron a dispersar a los manifestantes 
con gases lacrimógenos. Después de negárseles hacer llamadas telefón-
icas, Norma Sancir y Carlos Juárez fueron liberados tres días más tarde, 
cuando un juez falló que las acusaciones contra ellos eran infundadas88.
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Estudio dE CAso  
dE HonduRAs 

lA pERspECtivA gEnERAl 
Las personas que defienden sus derechos sobre la tierra y el medio ambi-
ente en Honduras sufren persecuciones sistemáticas89 y sus vidas corren 
grave peligro90. Entre 2002 y 2014, allí murieron asesinados 111 activistas, 
12 de ellos en 201491. Se trata del índice per cápita más alto de todos los 
países analizados, lo que convierte a Honduras en el país más peligroso 
del mundo para los defensores de la tierra y el medio ambiente.

Los múltiples problemas sociopolíticos de Honduras afectan a la capa-
cidad de los activistas y las comunidades de defender su tierra y medio 
ambiente de forma segura. Este país sufre uno de los niveles más altos 
de corrupción92 del continente americano y tiene uno de los índices de 
homicidio más altos del mundo93. Casi dos terceras partes de la población 
viven por debajo del umbral de la pobreza94. La policía hondureña es 
ineficaz y es responsable de graves abusos de los derechos humanos, entre 
ellos ejecuciones ilegales, mientras que el poder judicial se ve compro-
metido por interferencias políticas95. En términos ambientales, Honduras 
es un país asolado por la tala ilegal, que tiene uno de los índices de defor-
estación más altos del mundo96.

Tras el golpe de Estado militar de 2009, los cuerpos de seguridad 
clausuraron los medios de comunicación de la oposición, detuvieron 

arbitrariamente a miles de personas y asesinaron a un gran número 
de manifestantes97. Estos abusos, al igual que otras violaciones de 
los derechos humanos, en general no se han castigado. Según la ONG 
hondureña ACI-PARTICIPA (Asociación para la participación ciudadana 
en Honduras), más del 90 % de los asesinatos y abusos de los derechos 
humanos de los defensores del país siguen sin resolverse98. 

El actual Gobierno de derechas que dirige el presidente Juan Orlando 
Hernández ha invertido de forma prioritaria en la minería, silvicultura, 
agroindustria y presas hidroeléctricas99. Allí los conflictos por la tierra 
y los proyectos extractivos y de presas son las principales causas de la 
violencia contra activistas. Se producen muchos ataques contra líderes 
indígenas que defienden su tierra y sus recursos naturales, a menudo en 
el contexto del desarrollo de megaproyectos que no cuentan con su con-
sentimiento previo e informado100 .

Los asesinatos solo reflejan la manifestación más extrema de los ataques 
que sufren los defensores del medio ambiente y la tierra, pero en 2014 

Abajo: Tras el golpe militar de 2009, los cuerpos de seguridad hondureños han reprimido fuertemente a la sociedad civil. ©AP
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hubo activistas hondureños que se vieron sometidos a actos violentos, 
estigmatización, intimidación y amenazas de muerte101. Se sospecha que 
los principales autores de estos abusos son poderosos intereses econ-
ómicos, que suelen usar la ayuda de empresas de seguridad privada102. 
Supuestamente, en Honduras el número de guardas de seguridad 
privados es cinco veces mayor que el de agentes de policía. Además, la 
mayoría de las empresas de seguridad pertenecen a antiguos altos cargos 
de la policía o el ejército103. La policía y el ejército del país también han 
cometido violaciones de los derechos humanos de los activistas104.

La criminalización de los defensores de los derechos humanos que lleva 
a cabo el Estado es especialmente grave. La ONG COFADEH (Comité de 
Familiares de Detenidos Desaparecidos en Honduras) ha registrado 3.064 
casos de uso indebido de la legislación penal contra defensores desde 
2010105. Esta situación es especialmente grave en el caso de los activistas 
ambientales y de la tierra, como comentó la antigua Relatora Especial de 
la ONU sobre la situación de los defensores de los derechos humanos Mar-
garet Sekaggya: «[Los defensores hondureños] que denuncian problemas 
ambientales e instruyen a los ciudadanos acerca de sus derechos a la 
tierra y a los alimentos han sido calificados de miembros de la resistencia, 
guerrilleros, terroristas, opositores políticos o delincuentes»106.

Cada vez hay más indicios preocupantes de que Honduras no se toma en 
serio las inquietudes de los defensores del medio ambiente y la tierra. 
Por ejemplo, hace poco el Gobierno anunció que se concederían permisos 
ambientales temporales a las empresas el mismo día que los solicitaran108, 
como signo de buena fe hacia los inversores. Esta medida pasa por alto 
las buenas prácticas internacionales109, que afirman que se necesitan seis 
meses para procesar un permiso, y solo sirve para exacerbar el conflicto 
por los derechos ambientales y sobre la tierra. Debe abordarse la falta de 
transparencia que existe en la aprobación de las concesiones mineras e 
hidroeléctricas, así como las graves inquietudes que plantea el hecho de 
que la Ley General de Minería de 2013 no proteja los recursos hídri-
cos de la comunidad110. También deben investigarse quejas recientes 
sobre el hecho de que se conceden concesiones hidroeléctricas en áreas 
protegidas111.

Es más, si se quiere reducir la violencia contra los defensores del medio 
ambiente y la tierra, debe revertirse la militarización cada vez mayor por 
la que está pasando el aparato de seguridad del Estado, que ha llegado a 
involucrarse en casos de abusos. Resultan especialmente preocupantes 
los intentos del Gobierno actual de elevar a rango constitucional la nueva 
Policía Militar de Orden Público112. Debe supervisarse adecuadamente a 
las empresas de seguridad privadas, otorgarse suficientes recursos a la 
Unidad de Control de Compañías Privadas de Servicios de Seguridad e 
investigarse y seguirse de cerca las acusaciones de violaciones que tengan 
relación con todos los cuerpos de seguridad.

El 8 de mayo de 2015, Honduras tendrá que dar respuesta a preguntas 
sobre la situación de los derechos humanos en el país durante el proceso 
de su Examen Periódico Universal (EPU) de la ONU. En sus presenta-
ciones por escrito al Consejo de Derechos Humanos de la ONU, ONG tanto 
internacionales como hondureñas han mencionado el aumento del riesgo 
que corren los defensores del medio ambiente y la tierra113. Honduras 
ha avanzado poco respecto a la aplicación de las recomendaciones de su 
último EPU en 2010 de mejorar la protección que reciben los defensores 

de los derechos humanos y pedir cuentas a los responsables de abusos114. 
Aunque actualmente el Parlamento está debatiendo un anteproyecto de la 
Ley de Protección para las y los Defensores de Derechos Humanos, Peri-
odistas, Comunicadores Sociales y Operadores de Justicia115, hasta la fecha 
no se ha reconocido que los defensores del medio ambiente y la tierra 
necesiten una protección específica. Este es un tema que debe abordarse 
en cualquier otra legislación derivada o protocolo operativo de la ley. As-
imismo, deben asignarse suficientes recursos al mecanismo de protección 
nacional y garantizar su independencia. El Gobierno de Honduras debe 
ofrecer una protección efectiva a los activistas, lo que incluye aplicar 
adecuadamente las «medidas cautelares» de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos en casos de emergencia. Asimismo, debe cumplir 
las obligaciones que adquirió según la legislación internacional, incluido 
el derecho de las comunidades indígenas al consentimiento libre, previo e 
informado establecido en el Convenio número 169 de la OIT116. 

lAs CAusAs pRinCipAlEs: lA tiERRA, lAs pREsAs y 
lA minERíA 
lA luCHA A fAvoR dE los dERECHos sobRE lA tiERRA 
 
Aquí la policía, los militares, los fiscales, los jueces, todos están para defender 
a los dueños de las grandes fincas, mientras los que morimos somos nosotros117. 
(Miembro de la comunidad panamá del valle del Bajo Aguán de Honduras) 

Honduras es el país con más desigualdad118 del continente americano, ya 
que hay una pequeña concentración de élites que posee la mayor parte de 
la tierra y la industria119. A pesar de que la legislación reconoce los derechos 
consuetudinarios, hay muchos grupos indígenas que no cuentan con títulos 
de propiedad claros y sufren el acaparamiento de sus tierras por parte de 
poderosos intereses comerciales120. Los conflictos por la tierra son la prin-
cipal causa de la violencia contra los activistas hondureños. 

El valle del Bajo Aguán sigue siendo un punto conflictivo y, entre 2010 y 
2013, 82 campesinos murieron asesinados allí en disputas con empresas 
agroindustriales y sus cuerpos de seguridad privados121. En diciembre 
de 2014, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 
visitó Honduras y escuchó el testimonio de las comunidades de la zona, 
que daban cuenta de continuos asesinatos, amenazas, desapariciones, 
secuestros, casos de tortura durante las detenciones y desalojos viol-
entos122. La CIDH concluyó que existía «una completa ausencia de las 
medidas más básicas para responder a las denuncias de graves violaciones 
a los derechos humanos en la zona […] a pesar de una serie de patrones 
de violencia que […] han identificado sobre la posible participación de 
autoridades estatales en los hechos denunciados»123. 

Hay algunos actores internacionales que han exacerbado el conflicto. La 
Corporación Financiera Internacional (CFI), la agencia del Banco Mun-
dial que se ocupa de los préstamos al sector privado, prestó 30 millones 
de dólares estadounidenses (US$) a Dinant, una empresa de aceite de 
palma contaminada por el asesinato y desalojo forzoso de agricultores 
del Bajo Aguán124, que es propiedad de uno de los empresarios más ricos 
y poderosos de Honduras, Miguel Facussé125. Desde entonces, la CFI ha 
admitido no haber aplicado sus políticas sociales y ambientales al aprobar 
el préstamo126. 

Desde 2010 se han registrado 3 064 casos de criminalización  
de defensores de los derechos humanos en Honduras 107
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lAs pREsAs HidRoEléCtRiCAs
 
En Honduras la oposición a presas hidroeléctricas construidas sin con-
sultar a las comunidades afectadas ha provocado una gran cantidad de 
amenazas y violencia en contra de defensores del medio ambiente y la 
tierra127. Muchos de los proyectos tienen vínculos con los actores políticos 
y económicos más poderosos del país128. En el contexto de incertidumbre 
política que siguió al golpe militar de 2009, se aprobó una polémica ley129 
que permitía al Gobierno vender los ríos y otras fuentes de agua del país 

a los mejores postores130. Un año más tarde, el Gobierno nacionalista de 
derechas aprobó 47 concesiones hidroeléctricas, supuestamente con unas 
condiciones altamente favorables, mediante un proceso de licitación 
cerrada y sin consultar a las comunidades locales131. La presentación por 
escrito que una ONG ha hecho llegar hace poco al Consejo de Derechos 
Humanos de la ONU afirma que el Estado hondureño infringe sus propias 
leyes al otorgar licencias ambientales para proyectos hidroeléctricos en 
áreas protegidas, perjudicando el acceso de la comunidad a sus fuentes de 
agua132. 

los ConfliCtos poR lA minERíA
 
Otra de las causas importantes de los ataques que sufren los defensores 
del medio ambiente y la tierra de Honduras es el sector de la minería. 
Hace poco se levantó la moratoria que se había impuesto a los proyectos de 
minería nuevos con la aprobación de la Ley General de Minería de enero 
de 2013144. Desde entonces, cuatro activistas han muerto por oponerse a 
proyectos mineros. Algunas ONG hondureñas han interpuesto recursos 
de inconstitucionalidad contra la ley de minería porque no garantiza el 
consentimiento libre, previo e informado, no descarta la minería a cielo 

abierto y no obliga a divulgar información financiera y técnica básica sobre 
los proyectos de minería145. La ley solo garantiza la protección de las fuentes 
de agua «registradas», lo que deja la puerta abierta a la expropiación de 
las fuentes de agua comunitarias por parte de los proyectos de minería146. 
A pesar de estas preocupaciones, el Gobierno espera obtener inversiones 
mineras por valor de 4 000 millones de dólares estadounidenses (US$) 
en los próximos años147. Recientemente anunció que liberaría 250 000 
hectáreas de tierra para proyectos de minería nuevos y otorgó concesiones 
a 31 empresas, pero hasta la fecha ha dado poca información sobre el tipo y 
ubicación de los proyectos o las empresas implicadas148.

El Caso de MILPAH (Movimiento Indígena Lenca de la Paz de Honduras)  
Hay líderes indígenas que se enfrentan a acusaciones penales inventadas 
y han sido objeto de represalias por oponerse a proyectos de construc-
ción de presas133. Por ejemplo, en el municipio de Santa Elena, en el 
departamento de La Paz, las comunidades indígenas lencas han estado 
luchando en contra de los planes de construir la planta hidroeléctrica 
de Los Encinos S. A., que temen que perjudique a su suministro de agua 
y sustento134. Miembros del Movimiento Indígena Lenca de la Paz de 
Honduras (MILPAH) han recibido amenazas anónimas de muerte por 
oponerse a la presa y, en septiembre de 2014, la policía intentó desalojar a 
las comunidades de forma violenta y sin autorización legal, destruyendo 
sus cultivos y prendiendo fuego a sus pertenencias135. El 5 de enero de 
2015, Juan Francisco Martínez, líder indígena y miembro de MILPAH, que 
pertenece a la comunidad tapuyman de Santa Elena, apareció asesinado, 
con las manos atadas y quemaduras en el cuerpo136. Previamente había 
recibido amenazas de muerte después de que el año pasado asesinaran a 
su hijo137. No es claro quien está detrás de estos actos criminales. 

La empresa Los Encinos S. A. es propiedad de Arnold Castro138, el marido 
de Gladys Aurora López, la actual vicepresidenta del Congreso Nacional 
de Honduras del partido nacionalista que está en el poder139. Las actas de 
una reunión celebrada en 2013 indican que el municipio de Santa Elena 
concedió un permiso para llevar a cabo estudios de viabilidad sobre la 
presa de Los Encinos S.A.140. En virtud de la legislación hondureña, los 
cónyuges de funcionarios públicos que tienen influencia sobre el proceso 
de licitación correspondiente tienen prohibido firmar contratos141. 
Teniendo en cuenta que, en última instancia, es en el Congreso donde se 
aprueban las concesiones hidroeléctricas142, la mujer de Castro tendría 
influencia sobre este proceso. Además, según lo estipulado en la Con-
stitución de Honduras, es ilegal que los miembros del Congreso obtengan 
un contrato o concesión del Estado, ya sea directa o indirectamente143. 
Global Witness ha invitado a la empresa Los Encinos a comentar sobre 
la violación aparente de la ley Hondureña sobre los intereses personales 
de los politicos que enfrentan con su puesto como oficiales, pero no hubo 
respuesta.

La minería es una de las principales causas de la violencia 
contra defensores ambientales y de la tierra en Honduras.  
©iStock

Enfrente: : La policía hondureña ha estado implicada en intimidaciones, amenazas 
y supuestos asesinatos de defensores del medio ambiente y la tierra. ©Panos
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los AutoREs
lA sEguRidAd pRivAdA pARA dEfEndER intEREsEs 
EConómiCos
Subcontratar el uso de la fuerza con cientos de compañías de seguridad priva-
das es un serio obstáculo al estado de derecho149. (Grupo de Trabajo de las 
Naciones Unidas sobre el uso de mercenarios)

Aunque la información sobre los responsables de la violencia que sufren 
los defensores es difícil de verificar, en muchos casos se sospecha de la im-
plicación de empresas de seguridad privadas usadas por empresas mineras, 
hidroeléctricas y agroindustriales. Por ejemplo, en 13 de los 29 asesinatos 
de campesinos del Bajo Aguán que investigó Human Rights Watch entre 
2009 y 2013, había guardas de seguridad privados implicados150. De igual 
modo, durante la visita a Honduras en 2013 del Grupo de Trabajo de las 
Naciones Unidas sobre el uso de mercenarios se manifestó preocupación 
por la supuesta implicación de empresas de seguridad privadas contratadas 
por terratenientes en graves violaciones de los derechos humanos, inclu-
idos asesinatos, desapariciones, desalojos forzados y violencia sexual151.

los CuERpos dE sEguRidAd dEl EstAdo
 
El 15 de julio de 2013, el ejército de Honduras mató de un disparo al líder indí-
gena lenca Tomás García durante una manifestación pacífica en Río Blanco, en 
el departamento de Intibucá152. García, se estaba manifestando en contra de la 
construcción de la presa hidroeléctrica de Agua Zarca en su comunidad153. 

El uso ilícito de la fuerza que hace el aparato de seguridad público es un 
problema crónico en Honduras154. La cada vez mayor militarización de 
la policía y el uso del ejército para sofocar los conflictos por la tierra y 
defender los proyectos extractivos y de infraestructuras han provocado 
abusos155. Miembros de la policía y el ejército han estado implicados en 
numerosos casos de intimidación, amenazas y supuestos asesinatos de 
activistas del medio ambiente y la tierra156.

Los intentos del partido nacionalista que gobierna en el país de consagrar 
en la Constitución de Honduras una nueva Policía Militar de Orden 
Público son realmente preocupantes. Tras perder una votación par-
lamentaria al respecto, el presidente Hernández presiona ahora para 
aprobar la reforma mediante un plebiscito157. El órgano de seguridad 
militar no está entrenado para realizar tareas civiles, a pesar de su 
despliegue como cuerpo policial, y actualmente carece de especificación 
legal y una verdadera supervisión judicial e institucional.

Arriba: El 17 de julio de 2014, Miriam Miranda fue secuestrada y amenazada de muerte por presuntos narcotraficantes. Miranda hace campaña 
a favor de los derechos de la comunidad garífuna del noreste de Honduras, cuya tierra quieren ciertas bandas de narcotraficantes. ©rel-uITA

El CRimEn oRgAnizAdo
 
La presencia del crimen organizado en Honduras es una de las mayores 
de la región158. Poderosas bandas que se dedican al tráfico de drogas 
usan proyectos mineros y agroindustriales para blanquear sus ganancias 
ilícitas159 y hay defensores de la tierra y el medioambiente que han sido 
objeto de amenazas, ataques y asesinatos por oponer resistencia a estos 
grupos criminales. La necesidad de garantizar rutas para el narcotráfico 
ha provocado incursiones violentas en tierras indígenas. Por ejemplo, 
hay bandas de narcotraficantes que han ocupado a la fuerza territorio 
indígena para construir pistas de aterrizaje clandestinas160. La comunidad 
afrodescendiente garífuna ha sufrido especialmente porque su territorio 
se encuentra en una remota región costera del noreste de Honduras, 
donde los traficantes pueden pasar desapercibidos. El 17 de julio de 
2014, la defensora ambiental Miriam Miranda y varios miembros de una 
comunidad garífuna del municipio de Vallecito fueron secuestrados por 
cuatro hombres fuertemente armados161. Primero les dijeron que serían 
asesinados, pero después los liberaron. En una visita anterior a la zona, 
la comunidad había descubierto una pista de aterrizaje ilegal que usaban 
narcotraficantes162.
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El caso de Berta Cáceres

Tienen guardas, que nos han amenazado de muerte. Han estado a punto de dis-
pararnos. He recibido amenazas y me han seguido cuando iba en coche. No solo a mí 
sino también a otros del COPINH. Hasta tienen a un grupo de hombres que ponen 
controles de carretera y comprueban si viajo en algún coche163. (Berta Cáceres)

Berta Cáceres, una mujer indígena lenca, ha recibido frecuentes amenazas 
de muerte por su labor como coordinadora general del Consejo Cívico de 
Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras (COPINH), una organ-
ización sin ánimo de lucro que lleva más de 20 años luchando en defensa 
de los derechos indígena en Honduras164. Desde 2011, el COPINH ha es-
tado haciendo campaña a favor del derecho a la consulta relacionado con 
la presa de Agua Zarca, que obligaría a la comunidad lenca de Río Blanco 
a abandonar su tierra ancestral. La empresa está financiada en parte 
por el banco holandés de desarrollo FMO, el cual, a pesar de la solicitud 
del COPINH de que cancele su préstamo de 15 millones de dólares es-
tadounidenses (US$)165, sigue financiando el proyecto166. En abril de 2015, 
a Berta Cáceres se le otorgará el Premio Goldman de Medio Ambiente, un 
prestigioso galardón con el que se premia a activistas ambientales locales 
de todo el mundo167.

Cáceres se ha visto obligada a vivir como una fugitiva debido a su oposi-
ción a la presa. Tanto ella como su anciana madre y sus cuatro hijos (dos 
de los cuales han tenido que huir de Honduras preocupados por su segur-
idad) han recibido amenazas de violencia sexual, secuestro y muerte168. 
Cáceres acusa a los guardas de seguridad privados de la constructora de 
la presa, así como a la policía y al ejército que protegen el proyecto de ser 
responsables de estas amenazas169. En julio de 2013, un líder comunitario 
de Río Blanco, Tomás García, fue asesinado a tiros por el ejército hon-
dureño durante una manifestación pacífica en contra de la presa de Agua 
Zarca170. Al año siguiente, asesinaron a William Jacobo Rodríguez, miem-
bro del COPINH y activista en contra de la presa171. Tras su asesinato, se 
acusó a los policías que protegían el proyecto hidroeléctrico de tortura y 
amenazas de muerte contra otros miembros del COPINH172. En octubre de 
2014, desapareció el hermano de Rodríguez, Maycol, un joven de 15 años 
que se dedicaba a cultivar maíz en la tierra ancestral lenca que quería la 

empresa del proyecto; su cuerpo apareció más tarde en un río con indicios 
de tortura173.

Al igual que muchos otros defensores del medio ambiente y la tierra 
de Honduras, Berta Cáceres se ha visto criminalizada por el Gobierno 
hondureño a causa de su labor. El uso indebido del sistema judicial para 
limitar sus acciones legítimas es más que evidente. En mayo de 2013, se 
inició un proceso penal contra ella por «posesión ilegal de un arma de 
fuego, poniendo en peligro la seguridad del Estado hondureño»174. Cáceres 
alegó que oficiales del ejército le habían colocado el arma en el coche 
al pasar por un control de carretera175. Como resultado de estos cargos, 
se limitó su capacidad de viajar hasta que, en febrero de 2014, el caso 
contra ella se desestimó176. No obstante, mientras el caso estaba abierto, el 
Gobierno de Honduras y la constructora de la presa iniciaron un segundo 
proceso contra Cáceres, por el que la acusaban de incitar a otras personas 
a cometer delitos, ocupar propiedad pública y privada y causar daños a 
la empresa hidroeléctrica177. Un juez ordenó su encarcelamiento. Según 
Amnistía Internacional, el juez no tuvo en cuenta ninguna de las pruebas 
de la defensa, que incluían los derechos legales de la comunidad a ser con-
sultada sobre el proyecto de la presa178. A otros dos líderes del COPINH, 
Tomás Gómez y Aureliano Molina, también se les acusó y se les prohibió 
ir a Río Blanco179. Tras meses viviendo en la clandestinidad, en medio del 
clamor internacional, los cargos se desestimaron provisionalmente180. La 
empresa ha apelado la desestimación ante el Tribunal Supremo181.

Aunque la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha otorgado 
«medidas cautelares» a Berta Cáceres que deberían otorgarle protección 
de emergencia182, el Gobierno de Honduras no ha aplicado estas medidas 
con eficacia183. En enero de 2015, Cáceres recibió información fidedigna 
sobre un plan para secuestrarla en relación con otro proyecto hidroeléc-
trico, la presa del río Canjel, que se ha propuesto para la misma zona184. 
Este proyecto está gestionado por Capital III, una empresa de inversión 
norteamericana, aunque no hay indicios que la empresa tiene que ver con 
el plan de secuestro185. Berta Cáceres sigue viviendo aterrorizada y recibe 
amenazas de muerte habituales por su constante labor en defensa de la 
tierra y los ríos de la comunidad de Río Blanco186.

Abajo: Berta Cáceres se ha enfrentado a cargos penales inventados y amenazas de muerte por su labor de 
defensa del territorio indígena lenca frente a presas hidroeléctricas en Honduras. ©goldman Prize
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El caso de los grupos tolupanes de Locomapa

No vamos a abandonar nuestra lucha por mantener nuestros recursos naturales 
limpios y en manos de la comunidad. Hay quienes quieren obtener dinero fácil 
haciendo pedazos la tierra y contaminando el agua. Nosotros hemos estado 
aquí, respetando la tierra que nos da alimento, y tenemos la intención de seguir 
aquí, luchando por nuestro derecho a alimentarnos187. (Mujer de José María 
«Chepito» Pineda, coordinador del MADJ amenazado)

Los pueblos indígenas tolupanes del municipio de Locomapa, en el de-
partamento de Yoro (norte de Honduras), han sufrido amenazas, crimin-
alización y asesinatos por protestar en contra de la minería y la tala ilegal 
en sus comunidades. Los líderes indígenas locales, que pertenecen a la 
organización local de la sociedad civil llamada MADJ (Movimiento Amplio 
por la Dignidad y la Justicia), llevan desde 2009 haciendo campaña contra 
el proyecto de una mina de antimonio que comenzó sus operaciones en 
Locomapa sin una consulta adecuada188. 

Las comunidades han denunciado también que hay madereros que 
saquean ilegalmente sus bosques189. En julio de 2012, enviaron una carta 
abierta al Ministerio de Justicia y a la Secretaría para el desarrollo de 
asuntos indígenas y afrohondureños, en la que describían las amenazas 
de muerte que recibían de un magnate local de la madera190. Un año 
más tarde, en agosto de 2013, indígenas tolupanes y miembros del MADJ 
organizaron una sentada pacífica para bloquear el paso de los camiones 
de la tala y la extracción por su tierra191. El 18 de agosto, líderes indígenas 
locales denunciaron públicamente haber recibido amenazas de muerte 
por mensaje de texto, en las que se les advertía de que «desistieran de 
esforzarse por proteger el medio ambiente»192. Una semana más tarde, 
supuestos sicarios contratados por una empresa minera local193 se acer-
caron a los manifestantes de la sentada y abrieron fuego. Así mataron a 
los líderes indígenas Armando Fúnez Medina y Ricardo Soto Fúnez. Otra 
líder, María Enriqueta Matute, escapó hasta su casa, que estaba cerca, 
pero la siguieron hasta allí y la dieron muerte a tiros194. Según el MADJ, 
los sicarios responsables de estos crímenes siguen aterrorizando a la 
comunidad y, aunque se les identificó con claridad, las autoridades locales 

no han hecho nada para llevarlos ante la justicia195.

Muchos miembros de la comunidad se escondieron tras los crímenes de 
2013 y únicamente volvieron seis meses después196, cuando la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) les otorgó «medidas 
cautelares»197. A uno de los que volvieron, Luis de Reyes Marcía, lo ases-
inaron un año más tarde, el 5 de abril de 2015; poco antes había puesto 
una denuncia policial tras haber recibido amenazas de muerte198. Estaba 
casado con Vilma Consuelo Soto, una de las beneficiarias de las «medidas 
cautelares» de la CIDH. 

Los líderes locomapas y sus familias siguen recibiendo amenazas y un 
antiguo general del ejército ha sido acusado de obligar a miembros de la 
comunidad a abandonar sus tierras199. Es más, hace poco una asamblea 
indígena fue interrumpida por disparos de matones que supuestamente 
habían sido contratados por operarios mineros y madereros locales200. 

Uno de los coordinadores del MADJ, José María «Chepito» Pineda, aún no 
ha vuelto a Locomapa y actualmente está en cautiverio, ya que teme por 
su vida desde que unos hombres armados colgaran de la puerta de su casa 
una amenaza de muerte que decía: «Hoy sí prepárense porque se ha en-
cendido el fuego, por no medirse esa lengua pájaro cu, ya sabemos dónde 
estás pero te vamos a dar donde más te duele»201. 

Los miembros de esta comunidad también se han visto criminalizados 
por su oposición a operaciones de tala en Locomapa. El 27 de noviembre 
de 2012, el Gobierno local interpuso cargos penales contra ocho líderes 
tolupanes por protestar contra proyectos forestales aprobados por el In-
stituto Nacional de Conservación y Desarrollo Forestal, Áreas Protegidas 
y Vida Silvestre (ICF)202. El 2 de marzo de 2015, el Tribunal de Apelaciones 
de San Pedro Sula desestimó el caso, alegando que era derecho de la 
comunidad que se la consultara antes de que pudieran llevarse a cabo las 
operaciones forestales203.   

“Nosotros hemos estado aquí, respetando la tierra que nos da ali-
mento, y tenemos la intención de seguir aquí, luchando por nuestro 
derecho a alimentarnos” – Mujer de José María «Chepito» Pineda, coordinador del MADJ amenazado

Arriba: Tres líderes indígenas tolupanes fueron asesinados por hombres armados que atacaron a unos 
manifestantes contra una mina en el norte de Honduras. Habían recibido amenazas de muerte, con las que 
se les advertía de que abandonaran sus campañas para proteger el medio ambiente.©MAdJ
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ConClusión

En la cumbre anual sobre el clima de la ONU que se celebrará en París a 
finales de año, los Gobiernos debatirán las complejidades de la reducción 
de las emisiones de gases efecto invernadero. Mientras tanto, lejos de los 
pasillos del poder, muchas personas que ya están tomando medidas para 
proteger el medio ambiente están pagándolo con sus vidas. Los asesinatos 
de defensores del medio ambiente y la tierra están alcanzando niveles 
históricos y hay otras formas de amenazas y represión que son también 
de lo más común. Los pueblos indígenas, en particular, están siendo dura-
mente castigados por la inacción gubernamental y, solo el año pasado, 47 
de ellos murieron asesinados. 

Estas muertes están sucediendo porque cada vez hay más ciudadanos cor-
rientes y comunidades locales a la vanguardia de la lucha por los recursos 
naturales del planeta. Los defensores del medio ambiente y la tierra son 
amenazados, atacados físicamente y criminalizados por su labor. Mientras 
tanto, los Gobiernos nacionales no se ocupan de proteger sus derechos de 
las crecientes amenazas que suponen la agroindustria, la minería, la tala 
y los proyectos hidroeléctricos.

Donde más casos de asesinatos documentados hay es en Centroamérica y 
Sudamérica. Actualmente, Honduras es el país del mundo que más sufre 
la violencia contra los activistas ambientales y de la tierra. Esta violen-
cia se ve exacerbada por la retirada de leyes ambientales, la creciente 
militarización de la policía y la incapacidad de controlar a los guardas 
de seguridad privados, que van armados. Los propietarios de tierras, las 
empresas mineras y las constructoras de presas hidroeléctricas habitu-
almente hacen oídos sordos a las peticiones de las comunidades locales 
de proteger su tierra y el medio ambiente. El Estado hondureño debe 
abordar la difícil situación de activistas como Berta Cáceres, que viven su 
día a día con temor a ser atacados.

Con este informe nos preguntamos cuántos activistas más tienen que 
morir antes de que el mundo intervenga. La necesidad de proteger a los 
defensores del medio ambiente y la tierra debe convertirse en una prior-
idad para los Gobiernos nacionales y los organismos internacionales. Los 
Estados deben exigir una resolución del Consejo de Derechos Humanos de 
la ONU que aborde el aumento de estas amenazas. Además, es importante 
que se cuestionen los problemas estructurales que causan esta violencia. 
Las leyes que garantizan el consentimiento libre, previo e informado 
para los pueblos indígenas deben aplicarse adecuadamente. Asimismo, 
los Gobiernos deben poner fin a los acuerdos secretos sobre recursos 
que benefician a las élites comerciales y políticas en detrimento de las 
comunidades locales. Además, debe responsabilizarse a las empresas en-
cargadas de estos proyectos de cualquier tipo de violencia o intimidación 
que se lleve a cabo en su nombre.

La comunidad internacional necesita una llamada de atención. Los 
Gobiernos solo se verán en la obligación de cumplir su responsabilidad de 
proteger a los defensores si tienen una presión externa y de la sociedad 
civil interna. Al sacar a la luz las causas de la violencia e intimidación que 
sufren los defensores del medio ambiente, Global Witness tiene la esper-
anza de haber ayudado a dar paso al tipo de reformas que se necesitan 
para evitar ataques futuros. El mundo permanece inactivo mientras las 
personas que están a la vanguardia de la lucha para proteger el medio 
ambiente están muriendo asesinadas. Ha llegado la hora de actuar para 
evitar estas muertes.

ApéndiCE: mEtodologíA y AlCAnCE 
 
En el apartado titulado «¿A quiénes se considera defensores del medio 
ambiente y la tierra?» ya hemos determinado quiénes son los defensores 
del medio ambiente y la tierra. El alcance de las violaciones contra 
ellos que se cubre en este estudio incluye ejecuciones extrajudiciales, 
asesinatos sin la implicación del Estado y desapariciones forzadas. Las 
ejecuciones extrajudiciales son las que se cometen al margen de todo 
procedimiento judicial o proceso legal, pero las hemos definido más 
específicamente como los asesinatos perpetrados por autoridades guber-
namentales, entre ellas los cuerpos de seguridad oficiales de los Estados, 
como el ejército y la policía, o los cometidos por grupos organizados no 
estatales, como grupos paramilitares o de autodefensa, que cuentan con el 
apoyo, el consentimiento o la conformidad del Gobierno. No obstante, en 
muchos casos los autores son desconocidos o son agentes bien del crimen 
organizado o de intereses comerciales, como empresas o terratenientes, y 
los definimos como asesinatos (crímenes intencionados que deben consid-
erarse delitos comunes). Las desapariciones forzadas son aquellos casos 
en los que autoridades gubernamentales o grupos organizados arrestan a 
una persona, la detienen o la secuestran en contra de su voluntad con el 
apoyo, consentimiento o conformidad, directos o indirectos, del Gobierno, 
con la posterior negativa a desvelar su suerte o paradero, lo cual deja a esa 
persona al margen de la protección de la ley.

Tanto en el caso de las ejecuciones extrajudiciales, como en el de los 
asesinatos o en el de las desapariciones forzadas, generalmente los 
responsables se desconocen y, de hecho, incluso cuando se sospecha de 
algún grupo en particular, no suele haber suficiente información para 
confirmar su implicación en el caso. Aparte de estas violaciones, los 
defensores del medio ambiente y la tierra también se enfrentan a un 
gran número de riesgos adicionales, como amenazas y violencia física, 
criminalización y restricción de sus libertades, pero intentar cuantificar o 
documentar toda la cadena de sucesos que suele preceder a un asesinato 
sobrepasa el ámbito de este estudio.

El periodo que abarca este informe va desde el 1 de enero de 2014 hasta el 
31 de diciembre de 2014. Nuestro informe anterior, titulado «Medio ambi-
ente mortal», abarcaba de 2002 a 2013. La investigación para redactar este 
informe se realizó entre diciembre de 2014 y marzo de 2015. Al igual que 
para «Medio ambiente mortal», nuestro proceso de identificación e invest-
igación de casos usando fuentes fidedignas de información pública fue: 

•  Oportunista: buscamos bases de datos de fuentes nacionales e 
internacionales que detallaran defensores concretos de los derechos 
humanos asesinados en 2014, como el informe anual de Front 
Line Defenders de 2015204 o el informe anual del Programa Somos 
Defensores de Colombia205 para posteriormente investigar cada caso.

•  Sistemático: buscamos información detallada sobre casos pertinentes 
del mundo entero, concentrándonos especialmente en los países de 
las siguientes regiones, según la definición de la ONU: Latinoamérica 
y el Caribe (Centroamérica, Sudamérica, Caribe), África (norte, 
sur, este, oeste, centro) y Asia (sur, este, sureste, oeste, centro). De 
Oceanía, incluimos también Papúa Nueva Guinea. Llevamos a cabo las 
búsquedas usando información pública de las siguientes fuentes en 
línea internacionales:

•  Sitios web de la ONU, principalmente la Oficina del Alto Comisionado 
para los Derechos Humanos (ACNUDH), los Procedimientos Especiales 
del Consejo de Derechos Humanos de la ONU206 a los Gobiernos en 
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cuestión y documentación proporcionada por interesados de las 
sesiones del Examen Periódico Universal (EPU) de la situación de los 
derechos humanos del Consejo de Derechos Humanos de la ONU

•  Recursos especializados como el motor de búsqueda sobre derechos 
humanos HuriSearch207, donde están clasificados 5 000 sitios web sobre 
este tema

•  Organizaciones internacionales sobre derechos humanos, como 
Amnistía Internacional, Human Rights Watch y la Federación 
Internacional de Derechos Humanos (FIDH)

•  Foros internacionales de noticias sobre el medio ambiente y la tierra, 
como farmlandgrab.org y mongabay.com

•  Organizaciones nacionales que se ocupan de los derechos humanos, 
el medio ambiente y los pueblos indígenas en cada país o región 
particular y medios de comunicación nacionales de estos países, usando 
palabras claves

• Verificado por socios nacionales: siempre que fue posible, enviamos 
nuestros hallazgos iniciales a socios nacionales o regionales para 
que obtuvieran más información sobre los casos y verificaran que 
se correspondían con nuestra definición de «defensores del medio 
ambiente y la tierra».

Entre aquellos casos que cumplían el alcance general descrito 
anteriormente, la inclusión o no en el análisis de este informe se decidió 
según si cumplían, como mínimo, los siguientes criterios:
• Que hubiera una fuente de información en línea que fuera fidedigna, 

pública y actual 
• Que se nombrara a la víctima, que se especificara el tipo de acto y el 

método de violencia y que se documentara la fecha y ubicación exacta 
del asesinato

• Que se contara con información biográfica adicional sobre la víctima, 
como su profesión, afiliación política u organizativa y, si correspondía, 
su identidad étnica o indígena

• Que hubiera una conexión clara, próxima y documentada con un 
problema ambiental o de tierras

Hemos registrado los datos de los casos con los Formatos estándares 
de eventos y Microtesauros de HURIDOCS208, un enfoque comúnmente 
utilizado para gestionar y analizar material de esta naturaleza. Todos los 
casos incluidos en el análisis de este informe cumplen el alcance y los 
estándares establecidos.

A pesar de que hemos hecho todo lo posible por identificar e investigar 
los casos de acuerdo con esta metodología y criterios, cabe añadir que 
nuestra investigación depende de la información pública y que no hemos 
podido llevar a cabo búsquedas nacionales detalladas en todos los países. 
Otra limitación ha sido el idioma: las principales lenguas que hemos 
utilizado en nuestras búsquedas, aparte del inglés, han sido el español y 
el portugués. Debido al gran número de países y fuentes posibles, hemos 
limitado nuestras búsquedas nacionales a aquellos países en los que, 
gracias a nuestras fuentes internacionales, desde el principio determin-
amos que podría haber casos pertinentes para la investigación. Nuestro 
contacto con organizaciones nacionales también se ha visto relativamente 
limitado por nuestra experiencia: en algunos países, Global Witness tiene 
vínculos estrechos con algunas organizaciones locales, mientras que en 
otros no los tiene.

En resumen podría decirse que las cifras que se presentan en este 
informe deberían considerarse una estimación conservadora a la baja 
del número de asesinatos de defensores del medio ambiente y la tierra 

que ocurrieron por todo el mundo en 2014. En lo que respecta al ámbito 
geográfico de los casos que se incluyen en este informe, es evidente que 
hay relativamente pocos de países africanos y del centro y sur de Asia, a 
pesar de que cierto número de informes de derechos humanos señalen 
que la situación general en muchos de estos países podría implicar graves 
amenazas para los defensores del medio ambiente y la tierra. Asimismo, 
reconocemos que, en algunos países hay conflictos sin resolver rela-
cionados con la tierra y los recursos naturales que están provocando un 
gran número de muertes, pero no es posible documentar cada uno de 
estos casos con suficiente detalle como para cumplir nuestros criterios. 
Algunas razones por las que no hemos podido documentar algunos casos 
siguiendo nuestra metodología y criterios son:

• La falta de presencia de organizaciones de la sociedad civil, ONG y otros 
grupos que supervisen la situación sobre el terreno

• La supresión de los medios de comunicación y otros canales de 
información 

• La existencia de conflictos o violencia política de mayor envergadura, 
incluso entre distintas comunidades, que dificultan la identificación de 
casos específicos
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